FUNDAMENTOS

La Ley 12573, establece el régimen para la instalación, ampliación, modificación y funcionamiento de Grandes Superficies Comerciales así como de los establecimientos comerciales que conformen una Cadena de Distribución, en los rubros de comercialización, elaboración y venta de productos alimenticios; indumentaria; artefactos electrodomésticos; materiales, herramientas y accesorios para la construcción y los que la reglamentación considere.

Los establecimientos incluidos en ella, deben observar las pautas de comercialización que se establece, sin perjuicio de las facultades que se les reconoce por ésta y por el resto de la legislación pertinente a los municipios para legislar sobre la materia y las normas existentes tanto a nivel nacional y provincial en materia de lealtad comercial, defensa de la competencia y de los consumidores.

Incluye alcanzados por la norma, a los comercios mayoristas que realicen ventas minoristas y determina en forma clara, las características de estos y la misma tiene su fundamento en la necesidad que el estado provincial, asegurara a los comerciantes instalados en las zonas en que se emplazarían comercios del tipo, no se vieran perjudicados por el avance impetuoso de sectores del “capitalismo salvaje”, como así de otros tópicos de importante relevancia para la civilidad local, avasallada en esos momentos por la ola de emprendimientos de radicación, como consecuencia de una política económica que los favorecía, en desmedro del Pueblo Bonaerense.

Así, dispone que en los casos de modificaciones, ampliaciones y/o instalaciones de establecimientos comerciales que constituyan grandes superficies comerciales, requerirán sin excepción, del certificado de factibilidad provincial y prohíbe a los Municipios la sanción, promulgación o modificación de Ordenanzas de zonificación, asignación de usos y destinos, cuya finalidad sea la de posibilitar la radicación, habilitación, ampliación, división o fusión de los establecimientos referidos en los artículos precedentes. Tampoco podrán los municipios otorgar excepciones, exenciones y/o beneficios de carácter tributario a los emprendimientos comerciales alcanzados, sancionando a toda norma municipal que viole lo dispuesto, como nula de pleno derecho, como la igual nulidad corresponderá a las autorizaciones y/o permisos otorgados que deriven de la misma.

Por estos días tiene especial repercusión en Banfield, Partido de Lomas de Zamora, una importante movilización de vecinos, con motivo de la instalación de un Hipermercado de la firma Coto, aprobado por una Ordenanza de excepción en el Concejo Deliberante del distrito.

Sin perjuicio de interpretar que hay cuestiones inherentes a las autonomías municipales, se hace necesario saber si se han legislado conforme a las disposiciones establecidas en el Decreto- Ley 8912, de uso de suelo y si además la Ordenanza intervención de los organismos provinciales a partir de lo normado en la Ley 12573, en el que se encuadra el cuestionado por tener una superficie de más de mil ochocientos (1.800m2) metros cuadrados, en municipio de mas de 300.000 habitantes.

La Ley 25675  -Ley General del Medio Ambiente-, establece los presupuestos mínimos para el logro de una gestión sustentable y adecuada del ambiente, la preservación y protección de la diversidad biológica y la implementación del desarrollo sustentable.

Esta norma, dispone que el proceso de ordenamiento ambiental, teniendo en cuenta los aspectos políticos, físicos, sociales, tecnológicos, culturales, económicos, jurídicos y ecológicos de la realidad local, regional y nacional, deberá asegurar el uso ambientalmente adecuado de los recursos ambientales, posibilitar la máxima producción y utilización de los diferentes ecosistemas, garantizar la mínima degradación y desaprovechamiento y promover la participación social, en las decisiones fundamentales del desarrollo sustentable. 

Asimismo, en la localización de las distintas actividades antrópicas y en el desarrollo de asentamientos humanos, se deberá considerar, en forma prioritaria: 
a) La vocación de cada zona o región, en función de los recursos ambientales y la sustentabilidad social, económica y ecológica; 
b) La distribución de la población y sus características particulares; 
c) La naturaleza y las características particulares de los diferentes biomas; 
d) Las alteraciones existentes en los biomas por efecto de los asentamientos humanos, de las actividades económicas o de otras actividades humanas o fenómenos naturales; 
e) La conservación y protección de ecosistemas significativos. 

Debe tenerse especialmente en cuenta toda obra o actividad que, en el territorio de la Nación, sea susceptible de degradar el ambiente, alguno de sus componentes, o afectar la calidad de vida de la población, en forma significativa, estará sujeta a un procedimiento de evaluación de impacto ambiental, previo a su ejecución. 

Esta norma, a la que ha adherido esta Provincia, establece el Sistema Federal Ambiental con el objeto de desarrollar la coordinación de la política ambiental, tendiente al logro del desarrollo sustentable, entre el gobierno nacional, los gobiernos provinciales y el de la Ciudad de Buenos Aires que se instrumenta a través del Consejo Federal de Medio Ambiente (COFEMA), al que no se ha dado ningún tipo de intervención.

Pero es más, La ley 11.723 texto actualizado con las modificaciones introducidas por Ley 13516, promulgada por Decreto 437/95, para la Protección, Conservación, Mejoramiento y restauración de los recursos naturales y del ambiente en general,  conforme el artículo 28° de la Constitución de la Provincia de Buenos Aires, tiene por objeto la protección, conservación, mejoramiento y restauración de los recursos naturales y del ambiente en general en el ámbito de la Provincia de Buenos Aires, a fin de preservar la vida en su sentido más amplio; asegurando a las generaciones presentes y futuras la conservación de la calidad ambiental y la diversidad biológica.

Dispone, entre otras cosas, que la planificación del crecimiento urbano e industrial deberá tener en cuenta, entre otros, los límites físicos del área en cuestión, las condiciones de mínimo subsidio energético e impacto ambiental para el suministro de recursos y servicios, y la situación socioeconómica de cada región atendiendo a la diversidad cultural de cada una de ellas en relación con los eventuales conflictos ambientales y sus posibles soluciones.

Específicamente dispone que en la localización de actividades productivas de bienes y/o servicios, en el aprovechamiento de los recursos naturales y en la localización y regulación de los asentamientos humanos deban tenerse en cuenta:

a) La naturaleza y características de cada bioma:

b) La vocación de cada zona o región, en función de sus recursos, la distribución de la población y sus características geoeconómicas en general.

Las alteraciones existentes en los biomas por efecto de los asentamientos humanos, de las actividades económicas o de otras actividades humanas o fenómenos naturales.

Sin duda, el Certificado de Impacto Ambiental que dispone tramitar, es un antecedente válido para garantizar el bien jurídico que la ley tutela, y nada se habría hecho al respecto.

En atención a ello, es que solicitamos ser acompañados en la presente solicitud de Audiencia Pública, para su pronto estudio, tratamiento y resolución, ante la manifiesta gravedad del tema que preocupa a los vecinos del distrito de Lomas de Zamora.

PROYECTO DE SOLICITUD DE INFORMES
La Honorable Cámara de Diputados de la Provincia de Buenos Aires
RESUELVE:
Dirigirse al Poder Ejecutivo para que respecto al procedimiento que dispone la tramitación del certificado de factibilidad provincial en los alcances de la ley 12573 para la instalación, ampliación, modificación y funcionamiento de Grandes Superficies Comerciales en forma escrita, con carácter de muy urgente, informe:
1º) 
Si algún organismo del Poder Legislativo Provincial, tramitó y otorgó a la firma COTO,  “El certificado de Factibilidad Provincial”, que dispone el Art. 3 de la Ley 12.573 y en caso afirmativo: 

a) Determinación de persona o empresa requirente

b) Número de expediente o trámite

c) Estado actual del tramite administrativo

d) Organismo interviniente

e) Funcionario interviniente

f) Fundamentos legales que amparan la factibilidad

2º)
Si ha puesto en marcha el Sistema Federal Ambiental, a través de su organismo que es el COFEMA, acuerdo  Ley 25.675

3º)
Si se ha otorgado Certificado de Impacto Ambiental, de acuerdo a disposiciones de la Ley 11.723.

